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ACTA No. 76 SESIÓN ORDINARIA DE CABILDO. 
 
En la Cabecera Municipal de Villa Hidalgo, del Municipio del mismo nombre, Estado de San Luis Potosí, 
en el Salón de Cabildos, ubicado al interior de Palacio Municipal, siendo las 09:18 horas del día jueves 
27 de junio del año 2024, para realizar la Sesión No. 76 Ordinaria de Cabildo, convocada formalmente 
por la Secretaria del Ayuntamiento C. LIC. BRENDA ISABEL RAMOS MÉNDEZ, en cumplimiento a los 
artículos 21 Fracción I, 23, 70 fracción III y 78 Fracción III de la Ley Orgánica del Municipio Libre del 
Estado de San Luis Potosí, 26, 27 y 28 del Reglamento Interno del H. Ayuntamiento de Villa Hidalgo, 
S.L.P. Instalado el acto, se abre la Sesión Ordinaria bajo el siguiente orden del día: 
 

I. PASE DE LISTA. 
II. COMPROBACIÓN DEL QUÓRUM LEGAL E INSTALACIÓN DE LA SESIÓN. 

III. LECTURA Y APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
IV. LECTURA Y APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR. 
V. PROPUESTA Y EN SU CASO APROBACIÓN DE MINUTA PROYECTO DE DECRETO ENVIADO 

POR EL CONGRESO DEL ESTADO, QUE ADICIONA EL PÁRRAFO QUINTO AL ARTICULO 8° 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
(tema: que establece el derecho a la movilidad). 

VI. PROPUESTA Y EN SU CASO APROBACIÓN DE MINUTA PROYECTO DE DECRETO ENVIADO 
POR EL CONGRESO DEL ESTADO, QUE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN II, 
Y LA FRACCIÓN III; Y ADICIONA LA FRACCIÓN IV, POR LO QUE SE RECORRE LA 
SUBSECUENTE, TODAS DEL ARTICULO 26 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ. (tema: para ejercer el derecho a la petición). 

VII. ASUNTOS GENERALES.  
VIII. CLAUSURA.  
 
I.- Se da inicio a la Sesión Ordinaria con el pase de lista, encontrándose presentes los CC. LIC. ISMAEL 
VÁZQUEZ RODRÍGUEZ PRESIDENTE MUNICIPAL CONSTITUCIONAL, C.P. MARÍA CRISTINA RAMÍREZ 
PORTALES, JUANA MARÍA DEL SOCORRO BARRERA ROSALES, CARLOS GUADALUPE ÁVILA GONZÁLEZ, 
JOSÉ ABAD GÁMEZ TOVAR, ELIDA YESENIA BECERRA PALOMO y MARÍA INÉS DE LOS ÁNGELES RIVERA 
NAJERA, 1º, 2°, 3°, 4°, 5º y 6º Regidores respectivamente y el C. LIC. FRANCISCO XAVIER RAMÍREZ 
PALOMO, Síndico Municipal. 
 
II.- El C. LIC. ISMAEL VÁZQUEZ RODRÍGUEZ PRESIDENTE MUNICIPAL CONSTITUCIONAL, le informa al H. 
Cabildo que en términos del artículo 25 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis 
Potosí, al encontrarse presentes todos los integrantes del Cabildo, existe el QUÓRUM LEGAL para 
llevar a cabo la presente Sesión, procediendo a realizar en este acto la instalación de la asamblea y 
declarando validos los acuerdos que en ella se tomen. 

 
lII.- La C. LIC. BRENDA ISABEL RAMOS MÉNDEZ, Secretaria del Ayuntamiento, da lectura y somete a 
consideración el orden día señalado previamente en la Convocatoria. Aprobándose por UNANIMIDAD. 
 
IV.- La C. LIC. BRENDA ISABEL RAMOS MÉNDEZ, Secretaria del Ayuntamiento, procede a realizar la 
lectura del Acta de Cabildo de la Sesión Ordinaria No. 75, realizada el jueves 20 de junio de 2024, 
misma que es sometida a votación de los presentes. Aprobándose por UNANIMIDAD. Procediéndose 
a su firma correspondiente. 
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V.- La C. LIC. BRENDA ISABEL RAMOS MÉNDEZ Secretaria del Ayuntamiento, comunica que se recibió 
por parte del H. Congreso del Estado, expediente con Minuta Proyecto de Decreto. EXPOSICIÓN DE 
MOTIVOS. El derecho a la movilidad está vinculado con el derecho al espacio público e, incluso, por 
ser el lugar donde las personas han elegido habitar.1 El fenómeno de la movilidad no es exclusivo de 
las grandes ciudades, sino de cualquier ubicación geográfica en la que se encuentre una persona y 
tenga que desarrollar su vida cotidiana. Por ende, el libre tránsito o circulación es primordial, aunque 
en algunos casos presenta distintos retos para los asentamientos humanos. Por ejemplo, la gran 
cantidad de transporte automotriz en las ciudades ha provocado altas emisiones de contaminantes 
atmosféricos. El documento Perspectivas del Medio Ambiente: América Latina y el Caribe GEO ALC 3, 
del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), advierte de la mala calidad 
del aire por el funcionamiento inadecuado de las fuentes móviles y fijas de emisiones, entre otros 
factores, por los patrones de movilidad y el servicio de transporte. 2 En el tema que nos ocupa, 
desde mediados del siglo pasado se han adoptado diversos instrumentos internacionales que prevén 
y dan sustento al derecho a la movilidad, entre ellos: 
 

Declaración 

Universal de 

los Derechos 

Humanos 

Artículo 13 

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en 

el territorio de un Estado. 

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 

regresar a su país.3 

Convención 

Americana 

sobre 

Derechos 

Humanos 

(Pacto de San 

José) 

Artículo 22 

Derecho de Circulación y de Residencia 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene 

derecho a circular por el mismo y a residir en él con sujeción a las 

disposiciones legales.  

2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive 

del propio.  

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en 

virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, 

para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la 

seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y 

libertades de los demás. 

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1) puede asimismo ser 

restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público.4 

 
1 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Movilidad, vivienda y derechos humanos, 1ª edición: noviembre, 2016, p.4. Puede verse en: 
https://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/archivos/pdfs/cartilla-Movilidad-Vivienda-DH.pdf. Consultado el 21 de junio de 2023.  
2 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), Perspectivas del medio ambiente: América Latina y el Caribe GEO 
ALC 3, 2010. Puede verse en: https://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/archivos/pdfs/cartilla-Movilidad-Vivienda-DH.pdf. Consultado el 22 
de junio de 2023. 
3 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. La Declaración Universal de Derechos Humanos, diciembre de 1948. Puede verse en: 
https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights. Consultado el 25 de junio de 2023. 
4 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José). Puede verse 
en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf. Consultado el 25 de junio de 2023. 

https://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/archivos/pdfs/cartilla-Movilidad-Vivienda-DH.pdf
https://appweb.cndh.org.mx/biblioteca/archivos/pdfs/cartilla-Movilidad-Vivienda-DH.pdf
https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights
https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf
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Convención 

sobre la 

Eliminación de 

Todas las 

Formas de 

Discriminación 

contra la 

Mujer 

Artículo 14 

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace 

frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia 

económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de 

la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la 

aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las 

zonas rurales. 

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en 

condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el 

desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho 

a: 

a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos 

los niveles; 

b) al g)… 

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de 

la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, 

el transporte y las comunicaciones.5 

 

El derecho a la movilidad está basado en los principios de solidaridad, libertad, equidad, dignidad, y 
justicia social y tiene, entre otros fines, mejorar las condiciones de vida, armonizar la convivencia, 
así como el oportuno acceso a otros derechos humanos, en lo especial cuando han de adoptarse 
medidas efectivas para asegurar que las personas con discapacidad gocen de movilidad personal 
con la mayor independencia posible. Por otro lado, la Organización Panamericana de la Salud (OPS), 
ha sostenido que la seguridad vial se refiere a las medidas adoptadas para reducir el riesgo de 
lesiones y muertes causadas por el tránsito. A través de la coordinación y colaboración 
intersectorial, los países de la región de las américas pueden mejorar la legislación sobre seguridad 
vial, creando un entorno más seguro, accesible, y sostenible para los sistemas de transporte y para 
todos los usuarios. Con el crecimiento exponencial de la población en San Luis Potosí, resulta 
necesaria la implementación de medidas que coadyuven a la simplificación del ejercicio de sus 
derechos, sobre todo al momento en que se moviliza para el desarrollo de sus actividades, 
cualesquiera que éstas sean. El flujo constante de personas en todo el territorio estatal permite que 
el desarrollo socioeconómico en la Entidad sea dinámico, haciendo que la movilidad sea un elemento 
esencial para alcanzar el progreso, por esta razón, es necesario que nuestra normatividad local 
reconozca el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, 
sostenibilidad, inclusión e igualdad. Al hablar de movilidad es preciso mencionar que no se busca el 
simple desplazamiento de las personas, si no considerar la satisfacción de las necesidades o deseos 
que motivan a movilizarse, para ello se deben cumplir ciertas condiciones que permitan que ese 
desplazamiento cumpla con su objetivo. En primer lugar, se debe garantizar la seguridad de las 
personas que se desplazan por las diferentes vialidades del territorio estatal, previniendo o 

 
5 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de discriminación contra la Mujer, 

septiembre de 1981. Puede verse en: https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-
forms-discrimination-against-women. Consultada el 26 de junio de 2023.  

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women
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minimizando los daños y efectos que puedan poner en riesgo su integridad física. En segundo 
término, es pertinente eficientar los recursos que todas las personas utilizan al momento de 
desplazarse, es decir, un máximo aprovechamiento de las vialidades y los medios de transporte con 
el mínimo de costos posible. Además, es preciso orientar a la sostenibilidad a razón de conseguir el 
uso racional de los medios de transporte que se utilicen en el desplazamiento, con el objetivo de 
mejorar nuestro entorno al causar un impacto ambiental mínimo. Asimismo, se ha de atender que 
las vialidades y los medios utilizados para desplazarse sean de calidad, es decir que cumplan con los 
requerimientos mínimos para su óptimo funcionamiento. Por lo anterior, y en armonía con el artículo 
4º párrafo penúltimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece el 
derecho a la movilidad, se adiciona el párrafo quinto al artículo 8º de la Constitución Política Estatal. 
ÚNICO. Se adiciona el párrafo quinto al artículo 8° de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí, para quedar como sigue ARTÍCULO 8°. … … … … Toda persona tiene 
derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, 
calidad, inclusión e igualdad, en los términos que establezcan las leyes aplicables.  T R A N S I T O R 
I O S. PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado "Plan de San Luis", previo procedimiento que aluden los párrafos, primero, y 
segundo del artículo 138 de la Constitución Local. SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que 
se opongan al presente Decreto. Lo tendrá entendido el Ejecutivo del Estado, lo hará publicar, circular 
y obedecer. D A D O en el salón de sesiones “Ponciano Arriaga Leija” del Honorable Congreso del 
Estado, en Sesión Ordinaria, el dieciocho de abril del dos mil veinticuatro. Honorable Congreso del 
Estado. Por la Directiva. Primera Secretaria: Legisladora María Claudia Tristán Alvarado. 
Presidente: Legislador Roberto Ulices Mendoza Padrón. Segunda Secretaria: Legisladora Ma. 
Elena Ramírez Ramírez. 
Al concluir su lectura, la Secretaria del Ayuntamiento, puso a consideración de los presentes, y al 

no haber inquietud o manifestación adicional alguna, se sometió a votación la Minuta Proyecto de 

Decreto de referencia, resultando 8 votos a favor; 0 abstenciones; y 0 votos en contra; declarándose 

aprobada por: UNANIMIDAD en todos sus términos y para los efectos de la parte relativa de los 

párrafos, primero y segundo, del artículo 138 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de San Luis Potosí. 

 
VI.- La C. LIC. BRENDA ISABEL RAMOS MÉNDEZ Secretaria del Ayuntamiento, comunica que se recibió 

por parte del H. Congreso del Estado, expediente con Minuta Proyecto de Decreto. EXPOSICIÓN DE 

MOTIVOS. “El derecho de petición, considerado como el derecho de toda persona de dirigir 

peticiones a cualquier órgano de gobierno, cobra relevancia como tal particularmente en el siglo 

XIX. No obstante, podríamos considerar algunos antecedentes virreinales sobre esta materia. Lo 

anterior si pensamos en el derecho que tuvieron los súbditos del rey de dirigir peticiones y súplicas 

a éste a través de los distintos órganos de gobierno que constituían el engranaje político de la 

monarquía. Fue común, por ejemplo, que los súbditos americanos solicitaran mercedes, cargos, 

rentas o prebendas al rey a través de las audiencias o gobernaciones.1 No obstante, aquellas 

peticiones se limitaban a aspectos prácticos, sin invadir aspectos que tuvieran que ver con la forma 

de gobierno indiano. Sin embargo, el antecedente más directo del derecho de petición lo 

encontramos en Inglaterra en la Bill of Rights de 1689, donde se señaló como un derecho de los 

súbditos pre- sentar peticiones al rey, declarando como ilegal toda prisión o procesamiento de los 

peticionarios.2 Mismos señalamientos empezarían a aparecer, tiempo después, en los textos 

constitucionales estadounidenses y franceses. La Constitución de Cádiz no fue muy explícita en esta 

materia, en su artículo 373 sólo señaló que todo español tenía el derecho a representar a las Cortes 
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o rey para reclamar la observancia de la Constitución.3 El derecho explícito de petición no apareció 

sino hasta la Constitución española de 1837. Algo similar pasó en el caso mexicano, mientras estuvo 

vigente la Constitución de Cádiz se aplicó el mismo texto mencionado, no obstante, en 1814, en plena 

Guerra de Independencia, la Constitución de Apatzingán declaró, en su artículo 37, que a ningún 

ciudadano debía coartársele la libertad de reclamar sus derechos ante los funcionarios de la 

autoridad pública.4 Como puede verse, si bien en este texto hay todavía limitantes a este derecho y 

persiste la herencia gaditana, se había avanzado al señalar el derecho de reclamo ante las 

autoridades. A pesar de esto, el derecho de petición no ganó mucho terreno en las décadas de 1820-

1830, ni siquiera la Constitución de 1824 lo contempló. Habrá que esperar hasta la cuarta década del 

siglo XIX para que dicha prerrogativa obtuviera nuevos espacios. Será en el Acta Constitutiva de 

Reformas de mayo de 1847, donde de forma explícita se ratifique el mencionado privilegio, en su 

artículo 2º se estableció que era derecho de los ciudadanos votar en las elecciones populares, 

ejercer el de petición y reunirse para discutir negocios públicos.5 Con lo anterior se reconocía no 

sólo el derecho de participar en el gobierno, lo que sí se había retomado desde la Constitución de 

Cádiz, sino que se reconoció el mencionado derecho de petición al gobierno y se despenalizó la 

libertad de reunirse para discutir asuntos políticos, algo que todavía en las constituciones de los 

años veinte del siglo XIX aparecía como un delito. Estos mismos puntos fueron retomados años más 

tarde, en 1856, en el artículo 23 del Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana.6 No 

obstante, fue en el Proyecto de Constitución Política de ese mismo año, donde se detalló de forma 

más explícita el derecho de petición. En su artículo 29, se estableció como inviolable dicho privilegio 

“ejercido por escrito de una manera pacífica y respetuosa”,7 señalando que en todas las peticiones 

elevadas a los órganos de gobierno se haría saber el resultado al peticionario. Así quedó asentado 

también en el artículo 8º de la Constitución de 1857: Es inviolable el derecho de petición ejercido por 

escrito, de una manera pacífica y respetuosa; pero en materias políticas sólo pueden ejercerlo los 

ciudadanos de la República. A toda petición debe recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien 

se haya dirigido, y ésta tiene obligación de hacer conocer el resultado al peticionario.8 Dicho artículo 

fue el antecedente directo del texto constitucional de 1917, sobre la misma materia, que permaneció 

casi sin cambios desde 1856. La importancia del derecho de petición fue tal y era tan común para 

entonces que ni siquiera el estable- cimiento del Segundo Imperio pudo derogarlo. El Estatuto 

Provisional del Imperio Mexicano, en 1865, ordenó también en su artículo 8º como un derecho de 

todo mexicano el obtener audiencia del emperador y presentarle sus peticiones y quejas.9 Sin 

embargo, se agregó al texto: “Al efecto ocurrirá a su gabinete en la forma dispuesta por el 

reglamento respectivo”, con lo cual, se hacía remisión expresa a un ordenamiento secundario para 

poder cumplir con los requisitos exigidos para el ejercicio del derecho reconocido.10 A pesar de 

esto, el triunfo de los liberales y el derrocamiento del gobierno de Maximiliano volvió a dar toda su 

fuerza a la Constitución de 1857, razón por la cual su artículo 8º volvió a recuperar toda su vigencia. 

El texto permaneció así durante todo el último tercio del siglo y a inicios del XX la Revolución Mexicana 

lo reivindicó y actualizó como parte de sus demandas. Como se aprecia en el texto constitucional de 

1917, casi se retomó integro el artículo 8º constitucional de 1857. Pasaría tiempo para que el derecho 

de petición ganara nuevos espacios en los textos jurídicos mexicanos.6”  (…) “1 En la Novísima Recopilación 

española se asienta: “liberal se debe mos- trar el rey en oír peticiones y querellas a todos los que a su corte vinieren a pedir justicia; 

 
6 Recuperado de Derechos del Pueblo Mexicano. México a través de sus Constituciones, vol. 
VI (unam.mx) 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5629-derechos-del-pueblo-mexicano-mexico-a-traves-de-sus-constituciones-vol-vi
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5629-derechos-del-pueblo-mexicano-mexico-a-traves-de-sus-constituciones-vol-vi
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porque el rey, según la significación de su nombre, se dice regen- te o regidor, y su propio oficio es hacer juicio y justicia, porque la 

celestial majestad recibe el poderío temporal”. Bartomeu Colom Pastor, El derecho de petición, Marcial Pons, Universidad de las Islas 

Baleares, Madrid, 1997, p. 21.  2 Sobre la importancia de la carta de derechos inglesa véase Nazario Gon- zález, Los derechos humanos 

en la historia, Edicions Universitat de Barcelona, Servei de Publicacions, Barcelona, 1998, pp. 33-40. 3 Constitución Política de la 

Monarquía Española, disponible en http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2210/7. 4 “Decreto Constitucional para la Libertad de la 

América Mexicana”, Apatzingán, 1814, en Textos fundamentales del constitucionalismo mexicano, Miguel Ángel Porrúa, México 

2014.5 Acta Constitutiva de Reformas sancionada por el Congreso extraordinario constituyente de los Estados Unidos Mexi- canos, 

1847, disponible en http://www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/1847.pdf. 6 Estatuto Orgánico Provisional de la República 

Mexicana, 1856, disponible en http://www.ordenjuridico.gob.mx/ Constitucion/1856.pdf. 7 Derechos del pueblo mexicano. México a 

través de sus constituciones, tomo I: “Textos previos, comentarios, anteceden- tes y trayectoria del articulado constitucional, artículos 

1-15”, LXI Legislatura-Cámara de Diputados/Suprema Corte de Justicia/Senado de la República/Instituto Federal Electoral/Tribunal 

Electoral/Miguel Ángel Porrúa, México, 2012, p. 813. 8 Constitución Política de la República Mexicana de 1857, disponible en 

http://www.juridicas.unam.mx/infjur/leg/ conshist/pdf/1857.pdf. 9 Estatuto Provisional del Imperio Mexicano, 1865, disponible en 

http://www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/ 1865.pdf. 10 David Cienfuegos Salgado, El derecho de petición en 

México, UNAM-IIJ, México, 2004, p. 11, diisponible en http:// biblio.juridicas.unam.mx/libros/3/1336/4.pdf.” El 

derecho de petición se reconoce en documentos internacionales como la Declaración Universal de 

los Derecho Humanos, en el artículo 19 que prescribe: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de 

opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de 

investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 

cualquier medio de expresión”. Así como en el ordinal 13. 1 de la Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos: “Libertad de Pensamiento y de Expresión 1. Toda persona tiene derecho a la 

libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y 

difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 

escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.” (…) Y en 

México, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha pronunciado criterios al respecto, al tenor 

siguiente: “Registro digital: 2028066. Instancia: Primera Sala Undécima Época Materias(s): 

Administrativa, Constitucional Tesis: 1a./J. 12/2024 (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación. Libro 33, Enero de 2024, Tomo II, página 1785. Tipo: Jurisprudencia DERECHO DE 

PETICIÓN. SU IMPORTANCIA PARA EL ORDEN JURÍDICO NACIONAL. Hechos: Una persona dirigió a un 

Ayuntamiento una serie de peticiones a partir de la red social Twitter (actualmente denominada X), 

en particular, una solicitud de información, una denuncia y un pedimento para la realización de una 

obra pública. Dichas peticiones no fueron objeto de respuesta, por lo que promovió juicio de amparo 

contra esa omisión. En su informe justificado, la autoridad defendió que un tuit no es una petición 

formal que cumpla con los extremos del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, por lo que resultaba imposible que comentarios en las redes sociales pusieran en marcha 

un sistema de la administración pública destinado para atender solicitudes de particulares. La 

persona Juzgadora de Distrito negó el amparo bajo la consideración destacada de que, si bien el 

derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino también a través de documentos 

digitales, como serían los enviados por internet, la autoridad sólo estaría obligada a dar respuesta 

siempre que institucionalmente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su actuación 

y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica fue enviada. Inconforme, la quejosa 

interpuso recurso de revisión y en sus agravios expresó que el derecho de petición tenía que ser 

interpretado progresivamente y que, si una petición había sido recibida, no podía condicionarse su 

respuesta a la emisión de una reglamentación por parte de la autoridad. Criterio jurídico: La Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el derecho de petición, entendido 

como la prerrogativa de los ciudadanos para formular solicitudes o reclamos a las autoridades con 

http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2210/7
http://www.ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/1847.pdf
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la obligación de brindar escucha, consideración y respuesta, es sumamente complejo y puede 

involucrar diversas vertientes y variables; se encausa como uno de los pilares de la democracia 

representativa en la que los ciudadanos no se limitan a votar; sino que tienen una participación activa 

en la dirección de los negocios públicos; y la garantía de su debido ejercicio potencializa la 

realización de otros derechos fundamentales, como los de acceso a la justicia, a la libertad de 

expresión, a la libertad de reunión y de participación democrática, entre otros. Luego, el Estado debe 

mantener interacción con su población para atender sus peticiones, sea que éstas tengan la forma 

de solicitudes, denuncias, quejas, iniciativas o demandas, en el marco de una sociedad plural y 

democrática, en la que el voto no es el único instrumento de representación ciudadana y en la que 

estos derechos no sólo sirven para la legitimación de las instituciones democráticas, sino sobre 

todo para el aseguramiento de una convivencia pacífica en la que los distintos reclamos tienen un 

cauce institucional que busca atenderlos. Se trata de un derecho de suma importancia para el orden 

jurídico nacional y es relevante entenderlo en el contexto de una sociedad moderna en la que las 

tecnologías de la información han presentado una evolución importante y un uso cada vez más 

generalizado. Justificación: El derecho de petición ha tenido un papel relevante en el surgimiento y 

desarrollo de las democracias y ha sido caracterizado en distintos contextos como un atributo de la 

ciudadanía nacional. En el contexto mexicano, cuando menos desde el Decreto Constitucional para la 

Libertad de la América Mexicana, sancionado en Apatzingán el 22 de octubre de 1814, se prescribió 

que a ningún ciudadano debe coartarse la libertad de reclamar sus derechos ante los funcionarios 

de la autoridad pública (artículo 37); y distintos instrumentos constitucionales que han forjado la 

nación mexicana reconocieron en distintas formas el derecho de los ciudadanos de dirigirse a las 

autoridades para formular iniciativas, reclamos y peticiones de diversa índole. Incluso, en el 

pensamiento del constitucionalista Mariano Otero, el derecho de ciudadanía trae consigo el de votar 

en las elecciones populares, el de ejercer el de petición, el de reunirse para discutir los negocios 

públicos, y el de pertenecer a la Guardia Nacional, todo conforme a las leyes. En su doctrina, el 

derecho de petición como uno de los pilares de la democracia representativa, conlleva que los 

ciudadanos no se limiten a votar, sino que tengan una participación activa en la dirección de los 

negocios públicos. Además, debe tenerse presente que distintos instrumentos internacionales de 

protección de derechos humanos han coadyuvado en la definición y el fortalecimiento del derecho 

de petición en sus diversas vertientes. A partir de ello, resulta relevante entender que las redes 

sociales brindan una oportunidad para ampliar la tutela del derecho de petición en un enfoque de 

progresividad, lo que es importante no sólo para que los ciudadanos obtengan respuesta a sus 

reclamos, sino para fortalecer la democracia, para lo cual adquieren valor las plataformas de 

internet como medios de interacción que permiten facilitar la participación activa de los ciudadanos. 

Amparo en revisión 245/2022. Joaquín Rivera Espinosa. 1 de febrero de 2023. Cinco votos de la 

Señora Ministra y de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto 

concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. Tesis de jurisprudencia 12/2024 

(11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de enero 

de dos mil veinticuatro. Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 29 de enero de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General 
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Plenario 1/2021.” De las transcripciones anteriores se desprende la importancia que el derecho de 

petición representa, el cual, como se mencionó en párrafos iniciales, se reconoce y establece en el 

arábigo 8º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual es concomitante de 

lo previsto en el ordinal 35 del citado Pacto Político Federal, en razón a ello, es que deviene la 

importancia y pertinencia de armonizar nuestra Constitución Estatal, para que dentro de las 

prerrogativas de las y los ciudadanos potosinos se considere éste, por lo cual es que se reforma el 

artículo 26 de nuestro Máximo Ordenamiento del Estado. ÚNICO. Se reforma el primer párrafo de la 

fracción II, y la fracción III; y adiciona la fracción IV, por lo que se recorre la subsecuente, todas del 

artículo 26 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para quedar 

como sigue ARTÍCULO 26. … I. … II. … . …  III. …; IV. Ejercer el derecho de petición, el cual deberá 

formularse por escrito, de manera pacífica y respetuosa. A toda petición recaerá acuerdo escrito 

de la autoridad a la que se haya dirigido, la cual deberá de hacerlo del conocimiento de la persona 

peticionaria, en breve término, y V. … TRANSITORIOS. PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis", previo 

procedimiento que aluden los párrafos, primero, y segundo del artículo 138 de la Constitución Local. 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. Lo tendrá 

entendido el Ejecutivo del Estado, lo hará publicar, circular y obedecer. D A D O en el salón de 

sesiones “Ponciano Arriaga Leija” del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Ordinaria, el 

dieciocho de abril del dos mil veinticuatro. Honorable Congreso del Estado. Por la Directiva. 

Primera Secretaria: Legisladora María Claudia Tristán Alvarado. Presidente: Legislador 

Roberto Ulices Mendoza Padrón. Segunda Secretaria: Legisladora Ma. Elena Ramírez Ramírez. 

Al concluir su lectura, la Secretaria del Ayuntamiento, puso a consideración de los presentes, y al 

no haber inquietud o manifestación adicional alguna, se sometió a votación la Minuta Proyecto de 

Decreto de referencia, resultando 8 votos a favor; 0 abstenciones; y 0 votos en contra; declarándose 

aprobada por: UNANIMIDAD en todos sus términos y para los efectos de la parte relativa de los 

párrafos, primero y segundo, del artículo 138 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de San Luis Potosí. 

 
VII.-  ASUNTOS GENERALES. No se presentaron. 

 
VIII.- CLAUSURA: No habiendo otro asunto que tratar, siendo las 09:48 horas del mismo día jueves 
27 de junio de 2024, el C. LIC. ISMAEL VÁZQUEZ RODRÍGUEZ Presidente Municipal Constitucional, dio 
por CLAUSURADA la Sesión, dando por asentados los acuerdos establecidos.  Firmando de 
conformidad los que en ella intervinieron. Doy fe. La Secretaria del Ayuntamiento C. LIC. BRENDA 
ISABEL RAMOS MÉNDEZ.  
 
 

PRESIDENTE MUNICIPAL CONSTITUCIONAL 
 
 
 

_____________________________ 
C. LIC. ISMAEL VÁZQUEZ RODRÍGUEZ. 
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SÍNDICO MUNICIPAL 
 
 

________________________________________ 

 C. LIC. FRANCISCO XAVIER RAMÍREZ PALOMO. 

 
 

R E G I D O R E S 
 
________________________________________                         ______________________________________________ 

C. C.P. MARÍA CRISTINA RAMÍREZ PORTALES                      C. JUANA MARÍA DEL SOCORRO BARRERA ROSALES 
                    PRIMER REGIDOR                                                                             SEGUNDO REGIDOR 
 
 
 
 
 
 
 ________________________________________                         __________________________________________ 

 C. CARLOS GUADALUPE ÁVILA GONZÁLEZ                                          C. JOSÉ ABAD GÁMEZ TOVAR 

                  TERCER REGIDOR                                                                               CUARTO REGIDOR 
 
 
   _______________________________                              ________________________________________  
   C. ELIDA YESENIA BECERRA PALOMO                               C. MARÍA INÉS DE LOS ÁNGELES RÍVERA NAJERA                                                                                                                                   
                 QUINTO REGIDOR                                                                               SEXTO REGIOOR 
 
 
 
 

SECRETARIA DEL AYUNTAMIENTO 
 
 
 

_____________________________________ 
C. LIC. BRENDA ISABEL RAMOS MÉNDEZ.  

 


